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(Sin corregir) 


Señor Representante Alfredo Asti. 


Señores Representantes Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, José Carlos Cardoso, Marco 
Correa, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, Iván Posada y Alejandro 
Sánchez. 


Señores Representantes Daniel Bianchi, Antonio Chiesa Bruno, Roberto Frachia, Daniel 
Radío y Berta Sanseverino. 


Señores Representantes Javier García, Jaime Mario Trobo y señor Senador Jorge 
Gandini. 


Por la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio y Seguros por Enfermedad, doctora 
Susana Begue Ciancio; señor Ruben Ademir Fuentes Alvarez; contador José Francisco 
Alvez Pereira, Secretario; y señor Ruben Figueira, Presidente. (ver exposición) 


Por la Caja Notarial, escribano Atilio Luis Dall'Orso Odino, Vicepresidente del 
Directorio; escribana Estrellita Celia Cea Varino, Directora de Tesorería; señora Ana 
Martirena Giménez, Directora Representante de los Empleados; escribana Susana 
Chainian Baghtchedjian, Miembro del Directorio; contador Héctor Bastón Maio, 
Gerente General y escribana Laura Inés Guasch Masons, Gerente Previsional. (ver 
exposición) 


Por la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU): señores 
Sixto Amaro Delgado, Presidente; Waldemar Mario González Barral; Mirna Gladys 
Martirena, integrante del Directorio del Banco de Previsión Social y Mario Osvaldo 
Mora Gaite, integrante de la Comisión de Seguridad Social. (ver exposición) 


Por el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, contadores 
Jorge Bergalli, Presidente; Arturo Demaestri, Secretario y Selio Zak, Presidente de la 
Comisión de FONASA. (ver exposición) 


Por la Mesa Representativa del Plenario Intersindical de Trabajadores - Convención 
Nacional de Trabajadores (PIT-CNT), señores Alejandro Miguel Acosta Coitinho y 
Roberto Marcelo Galli Choruarín. (ver exposición) 


Por la Cámara de Instituciones Médicas, doctor Gustavo Alfredo Bogliaccini Delodron, 
Presidente del CASMU; doctor Luis González Machado, Hospital Evangélico; doctor 
Rodolfo Saldain Álvarez, Asesor Técnico y doctor Sebastián Ferrero Tedesco, Asesor 
Técnico. (ver exposición) 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a una delegación de la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio y Seguros por 
Enfermedad, integrada por su Presidente, el señor Ruben Figueira; el Secretario, contador José Francisco 
Alves; la doctora Susana Begue y el señor Ruben Fuentes. 


Tenemos a consideración distintos proyectos relativos a la integración de diferentes colectivos al Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Debemos agregar el que nos presentaron los Ministerios de Salud Pública, de 
Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social el martes pasado, que formalmente todavía no ingresó 
a la Cámara porque, en principio, iba a entrar por el Senado, pero se hizo una gestión y en la tarde de hoy 
ingresará a Diputados. También hay otro proyecto, por el que se modifica el relativo al Sistema Notarial de 
Salud, para equipararlo al régimen de las Cajas de Auxilio y Seguros Complementarios. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Buenos días. 
El compañero Alves hará la exposición sobre el tema que nos convoca. 


SEÑOR ALVES.- Nosotros venimos a exponer nuestra opinión sobre el texto que tenemos del proyecto 
de ley que, como decía el señor Presidente, no ha entrado aún a la Cámara, pero suponemos que 
coincide con el oficial. 


Como hemos dicho en otras comparecencias ante esta Comisión, las Cajas de Auxilio son un instrumento de 
vieja data que se dieron diversos colectivos de trabajadores de la actividad privada para cubrir sus 
contingencias de salud y enfermedad, haciendo uso de los instrumentos previstos en los Convenios Nos. 24 y 
130 de la OIT. El modelo de financiamiento que se adoptó fue el de la más pura solidaridad contributiva, es 
decir, cada afiliado aportaba en proporción al sueldo y recibía beneficios en función de las necesidades de 
salud de cada momento. 


En 1975, en plena dictadura, se disolvieron muchas Cajas de Auxilio. Se creó por el Decreto-Ley 14.407 un 
ente paraestatal que conglomeró a los diversos sistemas y unificó e igualó para abajo las prestaciones, 
topeando el subsidio por enfermedad en tres salarios mínimos, pero se mantuvo el modelo de financiamiento 
con base de contribuciones de seguridad social como alícuota del sueldo, modelo que aplican las Cajas 
actualmente, con variantes en cuanto a topes y porcentajes. Esta historia viene a colación porque, según se 
propone en el Capítulo II del proyecto que se está considerando, se modificaría sustancialmente el régimen 
de financiamiento del sistema estatal de salud, cambiando las contribuciones al Fondo Nacional de Salud. 
Estas contribuciones ya no seguirían un modelo de solidaridad grupal, sino que estaríamos frente a un nuevo 
modelo digamos de aportes topeados individualmente hasta el monto de los beneficios que percibe cada 
usuario del sistema más un plus que es fijo. Según dijo un representante del Poder Ejecutivo en esta 
Comisión la semana pasada, "La reforma no se diseñó para recaudar impuestos sino para favorecer al 
ciudadano y dar beneficios de salud a todos los uruguayos... Se busca una asociación mucho más estrecha 
entre aportación y beneficios recibidos del Fondo". 


Queremos recordar que no hace mucho tiempo, en este mismo recinto, el Ministro de Salud Pública exponía 
como argumento para la urgente integración de los afiliados de las Cajas de Auxilio al FONASA que "no 
puede ocurrir que mientras el total del Fonasa no cubre a algunos ciudadanos, existan recursos excedentarios 


de las cajas de auxilio volcados a prestaciones superiores a las que otorga el seguro de salud de todos los 
uruguayos. Ese es el meollo del asunto". Inclusive, mencionó que el ingreso de estos afiliados aportaría unos 
US$ 45:000.000 al FONASA. 


Ahora, con este cambio en el régimen de aportes, el ingreso de los afiliados de las Cajas no solo no aportará 
los ya famosos 45:000.000, sino que provocará pérdidas al Estado, seguramente en los primeros años de 
transición como fue reconocido también por los jerarcas del Poder Ejecutivo aquí y no se sabe cuál será la 
incidencia financiera luego de la transición; por lo menos no lo explicaron los representantes del Poder 
Ejecutivo cuando hablaron del tema. 


Con seguridad no será ni por asomo aquella cifra. ¿Por qué? Porque los afiliados con sueldos altos aportarán 
solo hasta el costo de sus cuotas promedio más un 25%, es decir que aportarán menos de lo que aportan hoy a 
las Cajas. Los afiliados con sueldos bajos en las Cajas de Auxilio también hay unos cuantos miles de 
afiliados con sueldos bajos serán subsidiados por el Estado, ya que sus alícuotas no cubren las cuotas 
promedio suyas y de sus familiares. Si bien el FONASA recaudará el aporte patronal ahora llamado por el 
Ministro de Salud Pública "un impuesto que pagan los patrones por la salud de sus trabajadores", no hay que 
olvidar que el Estado, a través del BPS, también se hará cargo de los subsidios por enfermedad, cuyos topes 
se propone aumentar por otro proyecto de ley, además de tener que pagar también lentes, prótesis, ortesis, 
etcétera. O sea que los ingresos serán menos de los que se calculaban por el régimen actual de aportes, y los 
gastos del Estado serán mayores. 


En resumen, vemos que ya no existiría esa urgencia de ingreso de los colectivos de las Cajas de Auxilio para 
mejorar la recaudación del FONASA en US$ 45:000.000, porque la filosofía del sistema y ahora los aportes 
de los afiliados de las Cajas con ingresos más altos llamados privilegiados en muchas ocasiones por ello dejó 
de ser "el meollo del asunto", como decía el Ministro hasta hace un mes. Entonces, simplemente nos 
preguntamos por qué. ¿Por qué la urgencia de ingresar a los afiliados de las Cajas de Auxilio aunque sea a 
pérdida para el Estado? ¿Por qué no existe esa urgencia con otros colectivos, como ser los empleados 
municipales o los beneficiarios de sanidad policial y militar, que son muchos miles más que los de las Cajas 
de Auxilio y reciben prestaciones muy superiores a las de los afiliados de estas? 


Estas son las cosas que no alcanzamos a entender, puesto que si la filosofía del sistema ahora es no recaudar 
más de lo que se aplica a prestaciones y se refuerza el pilar no contributivo financiado por Rentas Generales, 
¿por qué apurar el ingreso de un colectivo que atiende a sus beneficiarios con sus propios recursos? 


Pero, bueno, el proyecto no fue negociado con los representantes del plenario de Cajas de Auxilio, que no fue 
reconocido por el Ministro como interlocutor, y solamente dialogó con los representantes gremiales, aunque 
nosotros siempre estuvimos dispuestos al diálogo e, inclusive, presentamos un proyecto alternativo que 
preveía un sistema de aportes también proporcionado a los costos por parte de los afiliados a las Cajas, 
similar al que se adoptará ahora por este proyecto para todos los afiliados al FONASA. 


Este proyecto viene con una propuesta sobre modificación del régimen de las Cajas de Auxilio, derogando el 
Capítulo X del Decreto-Ley 14.407, y creando unas entidades llamadas complementarias, que luego de un 
período de transición de cuatro años solo contarán como ingresos con los aportes que se acuerden entre 
empresas y trabajadores, por fuera del aporte al FONASA. Entonces, todos nos preguntamos, ¿qué pasará 
con las Cajas de Auxilio en ese nuevo escenario? ¿Qué pasará con los más de doscientos trabajadores 
directos e indirectos de estas Cajas? ¿Qué pasará con los beneficios que reciben los afiliados y sus familias, 
que son superiores a los que brinda el sistema estatal y que constituyen derechos adquiridos? 


El proyecto dice que solo sobrevivirán quienes logren, mediante el mecanismo del convenio colectivo, 
aportes de los trabajadores y de las empresas suficientes para financiar los beneficios adicionales a los que 
sirven el FONASA y el BPS. Sin embargo, todos sabemos que, de acuerdo con la ley de convenios 
colectivos, estos deberán ser negociados por las empresas con los sindicatos le ley dice "organizaciones 
representativas" y, si bien se dice el Ministro lo expone como un logro que las empresas deberán aportar un 
50% de lo que se acuerde, también sabemos que basta con que no estén dispuestas a acordar bajo estos 
términos para que no haya convenio colectivo, ni reforma de estatuto, ni 50% y que las Cajas dejen de existir 
por caer el convenio al final del año de gracia previsto en el artículo 18 del proyecto. 


Es cierto como se dice desde el Poder Ejecutivo que por ley separada el tope del subsidio por enfermedad 
subirá gradualmente y, por ende, bajará el monto a servir como complemento por las Cajas, así como también 


se dice que el Sistema de salud irá incorporando salud bucal y mental, abarcando lo que hoy sirven las Cajas. 
Nosotros queremos hacer la precisión, respecto del primer punto, de que no solo importa el tope, sino que 
también son limitantes del subsidio estatal el período de carencia de los tres primeros días de enfermedad, así 
como el porcentaje del sueldo de actividad que se subsidia, que es el 70%. De manera que los tres primeros 
días y el 30% continuarán a cargo de las Cajas, y no son poca cosa porque, como todos vemos en la realidad 
diaria, la mayoría de las ausencias al trabajo por enfermedad son por períodos cortos, de uno a cinco días y, 
por lo tanto, no estarán en su mayor parte cubiertos por el BPS. 


Respecto al segundo punto, estas incorporaciones de prestaciones de salud bucal y mental no tienen plazo y 
por el alto costo que implican seguramente serán de incorporación muy lenta en un sistema del FONASA que 
será más dependiente de los subsidios de Rentas Generales en el futuro, como se supone. 


Entonces, a partir de las exigencias planteadas, probablemente solo sobrevivan las Cajas en las que haya 
sindicatos fuertes lo cual es realidad solo en un número reducido de las Cajas que existen actualmente y en 
las que haya empresas con capacidad contributiva extra que, bajo presión o a través de algún incentivo, estén 
dispuestas a aumentar sus aportes por encima de los actuales. Y del otro lado también será necesario que los 
trabajadores estén dispuestos a aportar más, porque no olvidemos que quienes ganan menos deberán acceder 
a aumentar las alícuotas de sus aportes para poder continuar percibiendo beneficios que hoy ya reciben. En 
tanto, los trabajadores que ganan más, que recibirán excedentes, podrían aplicar parte de ellos al 
financiamiento de los beneficios, según se dice en el artículo 11 del proyecto. Pero tengamos en cuenta que si 
esos excedentes están gravados por el IRPF se verán reducidos en su monto, y solamente si se exonerara la 
parte de los reintegros de excedentes que se vuelcan a financiar una Caja de Auxilio existirían incentivos 
reales para hacerlo. 


En consecuencia, en este nuevo escenario en el que se propone modificar el paradigma de la solidaridad 
contributiva como sostén del sistema de salud y atención a la enfermedad, entendemos que son muchos los 
obstáculos que habrá para la sobrevivencia de las Cajas de Auxilio como entidades de contribución solidaria 
en los diversos colectivos de trabajadores para servir las prestaciones que nos otorgan desde el sistema 
estatal. 


Creemos que se debe armonizar este proyecto con lo previsto en el artículo 8% del Convenio N* 154 de la 
OIT, que dice: "Las medidas previstas con objeto de fomentar la negociación colectiva no deberán ser 
concebidas o aplicadas de modo que obstaculicen la libertad de negociación colectiva", así como con en el 
artículo 2” de la Ley_N* 18.566, que establece que "En ejercicio de su autonomía colectiva los empleadores u 
organizaciones de empleadores por una parte, y una organización o varias organizaciones de trabajadores, por 
otra, tienen derecho a adoptar libremente acuerdos sobre las condiciones de trabajo y empleo, y regular sus 
relaciones recíprocas". En armonía con esas normas se deberían remover algunos obstáculos contenidos en 
este proyecto para que se concretaran en la realidad las Cajas complementarias previstas. 


Primero, se debería remover la limitación de objeto contenida en el literal b) del artículo 17, puesto que si es 
más conveniente para las partes que se agreguen otros beneficios sociales que no sean únicamente las 
prestaciones sanitarias que no brinde el Sistema Nacional Integrado de Salud y ello hace viable el convenio 
sin contravenir las leyes, será mejor para las partes. 


Segundo, se debe remover la exigencia de un estudio de viabilidad técnica del segundo inciso del artículo 17, 
requisito este que no resulta útil y somete al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a las partes a una 
eventual discordia sobre números. Este asunto no es esencial al convenio, porque si luego no resulta 
conveniente para las partes que libremente lo acordaron se disolverá o reformulará. Lo adecuado es que la 
autoridad ministerial cumpla solo un control de legalidad previo a homologar el convenio. 


Tercero, creemos que la potestad prevista en el artículo 20 de suspender un acto de un seguro por parte del 
Poder Ejecutivo, sin que se someta al administrado a un debido proceso es excesiva en un Estado de derecho. 
Aun cuando los seguros puedan recurrir al final al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, todos sabemos 
cuánto demora un juicio así y cuánto cuesta. Al final de ese proceso siempre resultan daños irreversibles, ya 
sea para los particulares o para el propio Estado si no procedió ajustado a derecho. 


Cuarto, se debe eliminar la tasa de contralor que se aporta al BPS en forma total, inmediata y coincidente con 
la fecha en la cual los afiliados pasan a estar amparados por el FONASA, es decir, con la redacción actual del 
proyecto, al 1” de julio de 2011. 


Quinto, referido a los afiliados a los seguros en particular y también a todos los afiliados al FONASA, 
expresamos que no entendemos bien el porqué de la magnitud tan alta del plus de 25% sobre la cuota 
promedio previsto en el artículo 11 del proyecto. Los representantes del Poder Ejecutivo dijeron aquí que "En 
base a la evaluación de los costos de administración y a la realidad financiera actual del Fondo Nacional de 
Salud, se establece el 25%". En tanto, el artículo 9* del proyecto dice que la cuota promedio ya contiene los 
gastos de administración, así como las cuotas de salud para toda la vida del beneficiario. No vemos claro el 
argumento, puesto que por otro lado se sostiene que este aporte no tiene componente tributario, que la 
tributación toda va por el IRPF. Entonces, si el 25% no es para cubrir gastos ni es un tributo, ¿qué es? 


Sexto, se debería exonerar del IRPF la parte de los excedentes previstos en el artículo 11 que, mediante los 
convenios previstos en la ley, se vuelque a financiar prestaciones servidas por los seguros de enfermedad. Se 
removería así una limitación a la concreción de convenios, facilitando el aporte de los afiliados. 


Séptimo, el segundo inciso del artículo 18 dice que el Poder Ejecutivo promoverá la celebración de acuerdos 
que permitan financiar los gastos de los seguros convencionales. Nosotros creemos que esa promoción debe 
entenderse en el mismo sentido que las demás leyes de promoción del Estado promoción de inversiones, de 
exportaciones, etcétera, o sea, con la aprobación de normas que otorguen franquicias a aquellos colectivos 
que acuerden invertir en la salud de los trabajadores. Se debe entender que la inversión en capital humano es 
tanto o más importante que la inversión en capital material, que está fuertemente promovida por el Estado 
mediante renuncias fiscales de gran cuantía en el pago del IRAE o del Impuesto al Patrimonio. En esta 
materia le cabe un importante papel al Parlamento, puesto que es en esta Casa donde debe resolverse toda la 
materia tributaria. Entonces, abogamos para que, llegada la hora de promover los acuerdos que permitan 
mantener las prestaciones que quedarán sin financiamiento, se aprueben las medidas legales de promoción 
efectiva. 


Octavo, queremos reconocerle a este Parlamento haber sido sensible con las demandas que trajimos cuando 
se consideró la Ley de Presupuesto, puesto que se incluyó en la redacción final de los actuales artículos 793 y 
806 la exoneración de impuestos hacia las prestaciones que reciban los beneficiarios de las Cajas; me refiero, 
concretamente, al IRPF. Sin embargo, las referencias de estos artículos son al Decreto Ley N* 14.407, que por 
el proyecto que se está considerando ahora sería derogado. Entonces, nos preguntamos si no sería necesario 
incluir una aclaración en el sentido de que aquellas disposiciones que exoneraban de impuestos a las 
prestaciones de los seguros convencionales comprendidos en el Decreto Ley_N* 14.407 se entenderán 
extensivas a los seguros previstos en la presente ley. 


Finalmente, debemos decir que aprobamos la inclusión al FONASA de todos los jubilados que tributaban a 
una Caja de Auxilio, lo que está previsto en el artículo 25. Esta disposición viene a reparar una injusticia que 
se cometió al discriminar a los jubilados según de dónde provenían. 


Quiero hacer un último comentario. El texto sobre el que estamos trabajando no es el oficial; suponemos que 


está muy cerca o que es el mismo, porque no nos hemos enterado de que haya habido agregados a último 
momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. Hace una semana que estamos trabajando sobre el mismo texto, que 
todavía no ha ingresado a la Comisión. Apenas ingrese, les enviaremos copia del texto definitivo, 
conjuntamente con la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR BERNINI.- Les agradecería que reiteraran los artículos del Presupuesto que mencionaron, y 
que seguramente fueron modificados en el Senado, que hacen referencia a la ley anterior. 


SEÑOR ALVES.- Nosotros tenemos copia del texto del Presupuesto aprobado en el Senado. Los 
artículos a los que nos referimos son el 793 y el 806. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por su comparecencia a esta Comisión. Estaremos en contacto. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Me gustaría plantear algo que está fuera del orden del día. 


Quiero expresar mi reconocimiento a todos los legisladores con los cuales mantuvimos contacto durante todo 
este año; estaremos eternamente agradecidos. Y quiero decir, por qué no, que no son las burbujas de este vaso 
de agua mineral, sino las del corazón, las que hoy les agradecen y desean a todos, y en su nombre a cada uno 
de sus funcionarios y a cada funcionario del Poder Legislativo, una feliz Navidad y feliz año nuevo. Lo 
expresamos de todo corazón y en nombre de nuestras queridas y grandiosas Cajas de Auxilio y Seguros por 
Enfermedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su saludo; lo compartiremos con los compañeros en nuestros 
despachos. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio y Seguros por Enfermedad) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Caja Notarial) 


La Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a los 
representantes de la Caja Notarial, las escribanas Laura Guasch, Gerente Previsional, Susana Chahinian, 
representante del Poder Ejecutivo en el Directorio, y Estrellita Cea, Directora Tesorera, representante del 
sector pasivo de la Caja Notarial; la señora Ana Martirena, Directora representante de los empleados; el 
contador Héctor Bastón, Gerente General, y el escribano Atilio Dall'orso. 


Como ustedes saben, estas Comisiones integradas están considerando dos proyectos de ley que tienen que ver 
con la incorporación de nuevos colectivos al Seguro Nacional Integrado de Salud, en particular, el nuevo 
proyecto que el Poder Ejecutivo remitiera al Parlamento y que lamentablemente a esta hora todavía no ha 
ingresado a esta Comisión. De cualquier manera, tenemos el texto oficial que ya ha sido difundido por parte 
de la Presidencia de la República y que, como decíamos, ha ingresado al Parlamento. En lo que concierne 
directamente al Seguro Notarial de Salud, tenemos el proyecto que oportunamente enviara el Poder Ejecutivo 
y, de acuerdo con la comparecencia de los representantes de los Ministros el martes pasado, existe un 
compromiso del Poder Ejecutivo de enviar un proyecto complementario también relativo al Seguro Notarial 
de Salud, a fin de igualar el régimen de aportación que tendrán una vez aprobado este proyecto las Cajas de 
Auxilio y Seguros Complementarios. 


Teniendo en cuenta todas estas consideraciones, pedimos vuestra opinión al respecto. Como ya se les ha 
adelantado, tenemos una agenda muy completa de entrevistas con todos los actores involucrados en este 
tema, por lo cual hemos tenido que acotar el tiempo destinado a cada una de las delegaciones. Esperamos 
comprendan esta situación y, sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR DALL'ORSO.- Quiero aclarar que no estoy acostumbrado a hablar, menos aún en el 
Parlamento, ante tan distinguido público, por lo que pido disculpas si en mi intervención hay alguna 
omisión. 


Como todos saben, lo que está en tela de juicio es la incorporación de las Cajas de Auxilio al Sistema 
Nacional Integrado de Salud de la Caja. 


Antes que nada corresponde aclarar que la Caja Notarial no es una caja de auxilio. Tiene una naturaleza 
jurídica distinta, puesto que fue creada por una ley. Cuenta con sesenta y nueve años de existencia, aunque en 
su nueva formulación legal tenga un poquito menos. Su actual denominación es Caja Notarial de Seguridad 
Social. 


¿A qué venimos hoy? Ante la invitación de uno de los Poderes del Estado, por una cuestión de 
responsabilidad y de delicadeza, no podíamos dejar de acudir a este ámbito. Y venimos con el ánimo de 
recepcionar inquietudes y planteos para luego trasladarlos al seno de nuestro Directorio, a fin de que tome 
posición al respecto. Sin lugar a dudas, venimos también a expresar el sentir de nuestro gremio con relación a 
este asunto tan candente, que es la integración de los distintos colectivos al Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


Ustedes entenderán que la mayoría de los afiliados a la Caja Notarial son los escribanos, quienes en 
reiteradas asambleas nacionales extraordinarias en las que se ha tratado este tema se manifestaron una y otra 
vez en el sentido de querer mantener el Sistema Notarial de Salud "in totum", es decir, con su actual 
funcionamiento, no admitiendo alternativa alguna. Ese es el sentir de la Asociación de Escribanos, 
representada a través de su máximo órgano, la Asamblea Nacional de Escribanos, que como dije 
anteriormente se manifestó en más de una ocasión. 


Existe una visión especial con relación a los jubilados de la Caja Notarial. Me gustaría que la representante 
de este sector en el Directorio, la escribana Cea, hiciera referencia a ese punto. Desde ya quiero dejar bien en 
claro que si en el futuro hay una integración de nuestro colectivo al Sistema Nacional Integrado de Salud, 
para evitar desequilibrios en nuestro fondo, debería ingresar la totalidad del colectivo en forma conjunta; no 
queremos que ingresen los escribanos en determinado momento, los empleados en otro y los jubilados en 
otro diferente. Planteamos esto como una inquietud. Si no queda otro remedio más que ingresar al Sistema 
Nacional Integrado de Salud, pedimos por favor que ingrese el colectivo "in totum". 


Era cuanto quería expresar. 


Si me permiten, voy a ceder la palabra a la escribana Cea. 
SEÑORA CEA.- Gracias por recibirnos. 


En la Asamblea llevada a cabo el viernes próximo pasado el gremio se manifestó en contra de la entrada al 
Sistema Nacional Integrado de Salud, prefiriendo que se mantenga el Sistema Notarial de Salud, sin 
perjuicio, por supuesto, de colaborar eventualmente con el Sistema Nacional. 


Nuestro Sistema fue creado hace veintidós años, y no por un grupo de privilegiados. Como dice la 
Constitución, todos nosotros nos diferenciamos únicamente por nuestros talentos y virtudes. Precisamente, un 
grupo de colegas tuvo el talento y la virtud de crear este sistema; de manera que no se trata de una cuestión 
de privilegios, sino de aplicar el conocimiento para crearlo. Este sistema ha funcionado y funciona 
perfectamente, sin ningún aporte del Estado, como ustedes saben. 


Si bien el pronunciamiento de la última asamblea es que el gremio "in totum" quiere mantener el sistema y 
no acepta otra cosa, la Asociación de Jubilados, en oportunidad de la asamblea anterior, mantuvo esa posición 
de permanecer en el Sistema Notarial de Salud, pero también expresó que en la eventualidad de que ello no 
fuera posible, sería necesario que los jubilados ingresaran en las mismas condiciones que los activos, a fin de 
no quedar desamparados. Realmente, a nosotros, personas de entre sesenta y más de noventa años, esta 
situación nos perjudica tremendamente, porque si se pierde el carácter solidario del sistema, dado que los 
activos tendrán que ir para otro lado, el fondo quedaría sin recursos y las personas que ganan menos serían 
las más perjudicadas. 


Nuestra posición es clara. Quedo a su disposición para contestar las preguntas que entiendan pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros tenemos a estudio un proyecto en particular sobre la Caja Notarial 
en el que claramente se incluye el ingreso de los pasivos al mismo tiempo y en las mismas condiciones 
que el resto. 


SEÑORA CHAHINIAN.- Agradecemos la posibilidad de concurrir a la Comisión y conocer en qué 
etapa están estos proyectos que nos comprenden. 


Sin perjuicio de todo lo que dijeron mis compañeros, como integrante del Directorio en calidad de suplente 
en ejercicio de la titularidad, designada por el Poder Ejecutivo, me parece importante dejar bien en claro que 
como Caja Notarial y, en particular, como integrante de este Directorio, sin desconocer el accionar del 
gremio, estamos obligados a cumplir con la ley una vez que esté vigente. Tenemos que cumplir con el 
mandado legal con responsabilidad y seriedad, protegiendo al colectivo en su conjunto. Y el colectivo en su 
conjunto no son solo los activos, sino también los pasivos y los empleados de escribanía y de las distintas 
agremiaciones. 


De manera que siguiendo la línea que nos hemos planteado siempre, respetando las decisiones gremiales, en 
caso de no prorrogarse la entrada en vigencia de los activos más allá de julio de 2011 tenemos conocimiento 
de que esa es la fecha planteada, de no sancionarse una ley que contemple las aspiraciones del gremio con 
exclusión del sistema, pedimos a este Cuerpo, a este órgano legislativo, que es el único que puede tomar estas 
decisiones, que por favor la inclusión de los jubilados al Sistema Nacional Integrado de Salud sea en 
conjunto con los activos e, inclusive, con los empleados. Digo esto porque según hemos leído, se 
introdujeron algunas modificaciones y podría haber un descalce. De manera que, de tener que llegar a la 
inclusión, pedimos, como dijo nuestro Vicepresidente, que sea en forma conjunta en todos los estamentos de 
nuestra Caja. 


Pedimos también que si hubiera nuevas disposiciones contempladas en el nuevo proyecto hay un Capítulo 
referido a modificaciones a algunos artículos de la Ley N* 18.211 de carácter general que pudieran aplicarse a 
nuestro colectivo y nos otorgaran algún beneficio, por favor las tengan en cuenta. 


Pueden contar con nosotros para evacuar todas las dudas que surjan. 
SEÑOR DALL'ORSO.- Si consideran que tenemos que aclarar algún punto, estamos a sus órdenes. 
Sin perjuicio de ello, quiero reiterar nuestro agradecimiento por recibirnos en esta Casa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reiteramos que les haremos llegar la versión taquigráfica de vuestra 
comparecencia en esta sesión. De acuerdo con lo comprometido por el Poder Ejecutivo, una vez que se 
avance en el proyecto general, recibiremos un proyecto complementario al que ya ha sido presentado 
Repartido 410, de noviembre de 2010, Carpeta N” 459, que habla de la incorporación de los jubilados 
de la Caja Notarial de la Seguridad Social en las mismas condiciones que el resto de los afiliados. Como 
decíamos, al incorporarse nuevas disposiciones para todos los seguros complementarios, aunque esta 
no sea una Caja de Auxilio de seguro complementario, se aplicará el mismo calendario de aportes 
graduales al Fondo Nacional de Salud y, en este caso, a la Caja, a partir del 1” de julio de 2011, dando 
un mismo tratamiento a todos los colectivos que se integren al Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Inmediatamente que tengamos ese proyecto, lo haremos llegar a la Caja Notarial como representante de los 
sistemas de seguridad paraestatales que ustedes integran. 


Muchas gracias. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Caja Notarial) 


(Ingresa a Sala una delegación de ONAJPU) 


La Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a la 
delegación de ONAJPU, integrada por su Presidente, el señor Sixto Amaro Delgado; la integrante del 
Directorio del Banco de Previsión Social, señora Mirna Gladys Martirena; el Secretario de la Comisión de 
Seguridad Social, señor Mario Osvaldo Mora Gaite y el Secretario General, señor Waldemar Mario González 
Barral. 


Como es de vuestro conocimiento, esta Comisión está considerando distintos proyectos de ley, haciendo 
énfasis, en particular, en la iniciativa que fue comentada por el Poder Ejecutivo el martes pasado, que refiere 
a la incorporación de nuevos colectivos al Seguro Nacional integrado de Salud, incluyendo a los pasivos. 


SEÑOR AMARO.- Queremos agradecer a todos los integrantes de la Comisión por habernos invitado 
a participar para hacerles llegar las consideraciones a las que arribó el Congreso Nacional de ONAJPU 
en octubre y a las que llegamos luego de la reunión que mantuvimos con el señor Ministro de Salud 
Pública, economista Olesker, que serán expuestas por nuestro compañero, el Secretario General, señor 
Waldemar González. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Esto forma parte de un proceso que comenzó en la Legislatura pasada. En 
aquella oportunidad, ONAJPU estuvo en este ámbito, apoyando la aprobación del Sistema Nacional 


Integrado de Salud y del Fondo Nacional de Salud. Nos quedamos con el ingrato problema de tener 
una cantidad de gente afuera; ahora comienza la discusión acerca de cómo resolver lo que quedó 
pendiente. 


En primer lugar, queremos reafirmar lo que dijimos en aquella oportunidad: defendemos el Sistema Nacional 
Integrado de Salud como una herramienta que introduce la solidaridad como valor en la atención de la salud. 
Un sistema en el que aportamos todos y nos atendemos todos sigue siendo esencial. Nos preocupa la 
aparición de sectores de la sociedad que quieren mirarlo desde afuera, que quieren mantenerse al margen y no 
pueden lograr entender la mecánica de que ponemos todos y nos atendemos todos, siendo esta la esencia de 
lo que queremos defender. 


En segundo término, el objetivo de ONAJPU era el ingreso de todos lo antes posible. Ese fue el objetivo 
central desde el principio y el que se discutió en el Congreso. El señor Ministro de Salud Pública se hizo 
presente al finalizar el Congreso para saludar y acordamos que se debía discutir el tema. Debo decir que, 
lamentablemente en el texto que repartimos aparece al final como problema la discusión no se pudo hacer, y 
nos enteramos de un hecho consumado: la existencia de un proyecto de ley ya redactado. Queremos marcar 
esto porque el mecanismo del diálogo previo es esencial para el desarrollo de la democracia en las 
organizaciones sociales y en su relación con el Gobierno. 


En tercer lugar, recibimos este proyecto de ley, que contiene un largo cronograma que va en contra de nuestra 
aspiración de que ingresáramos todos lo antes posible. Hemos tenido oportunidad de conversar con el señor 
Ministro de Salud Pública después de que estaba redactado el proyecto; la discusión se centra en el problema 
económico. Sabemos que no estamos hablando de poco dinero nadie se llama a engaño en esto, pero 
queremos plantear a la Comisión tres puntos concretos. 


En primer lugar, existe la necesidad de estudiar un avance en el cronograma, analizando la posibilidad, por 
ejemplo, de que los ingresos previstos para julio de 2012, que es de poco más de cuarenta mil personas, se 
sumen a los que ingresan en el 2011, que es de doce mil personas. El ingreso de doce mil personas, previsto 
para el año 2011, es muy poco y podríamos hacer el esfuerzo económico de acumular lo correspondiente al 
año 2011 a lo de 2012 a efectos de que ingrese gente más rápido, dividiendo la franja del año 2014 para que 
pueda ingresar alguno más en 2013. Lo que proponemos es adelantar el cronograma todo lo que sea posible. 


En segundo término, queremos hacer una propuesta que, por suerte, no tiene costo para el Estado por lo tanto, 
nadie se va a oponer; es gratis y consiste en agregar un artículo a la ley por el cual se faculte al Poder 
Ejecutivo a adelantar el cronograma, de acuerdo con la realidad social y económica del momento. ¿Cuál es el 
objetivo? Se nos dice que hay un plan económico que tiene la previsión de cómo puede suceder esto en 
determinados años y de cómo se puede financiar. Nosotros señalamos que en cada Rendición de Cuentas se 
podrá rever si la situación es como se pensaba o mejor. Si el Poder Ejecutivo no tiene la autorización legal 
para adelantar el cronograma, este queda atado a la ley. Nosotros planteamos que se otorgue un permiso al 
Poder Ejecutivo para adelantar el cronograma, en caso de que sea posible. 


En tercer lugar, queremos plantear un problema fiscal sabemos que está relacionado con la iniciativa del 
Poder Ejecutivo; lo planteamos acá, pero también lo hicimos en el Ministerio: actualmente, todos los pasivos 
pagamos un impuesto del 1%, que en su origen operaba como fondo solidario para pagar la cuota mutual de 
los pasivos de menores ingresos. Este sistema solidario se terminó en la medida en que todos están 
ingresando al FONASA. El problema es que los pasivos que solventaban el fondo con ese 1%, siguen 
pagando el 1%, sin tener acceso al FONASA. Entonces, se está transformando en un impuesto a la salud de 
los demás, que pagamos nosotros. Como está previsto que el total termine ingresando al sistema después de 
2016, este 1% se transforma en un castigo para los jubilados, ya que pagan no lo hace el resto de la población 
por un rubro de salud que no tienen. Nos parece que es de orden estudiar la derogación de ese 1%, porque ha 
perdido su objetivo original y hoy es un impuesto que pagamos los que no tenemos el beneficio. 


Para terminar, quiero decir que es necesario institucionalizar los ámbitos de diálogo. Existe un ámbito de 
diálogo entre el Poder Ejecutivo y ONAJPU, que funciona cada tanto, pero ha ido perdiendo en el tiempo el 
ejercicio de la calidad de diálogo y se ha transformado en un espacio al que se nos convoca para mostrar el 
texto de lo que se ha resuelto. Nos parece que esto deriva en algo negativo. Ese ámbito había tomado un 
vuelo interesante y había resultado muy productivo en años anteriores, por lo que sería necesario retomarlo. 
Sabemos que esto depende esencialmente del Poder Ejecutivo, pero consideramos que el ámbito 


parlamentario es un espacio en el cual todos podemos reflexionar para buscar la salida a efectos de que los 
ámbitos de diálogo funcionen como tales y no solo como receptores de soluciones ya hechas. 


SEÑOR MORA.- Más allá de lo que se ha dicho, de lo que figura en el documento que entregamos y 
paralelamente a la disfunción en materia de diálogo y de negociación con las organizaciones sociales es 
lo que hemos presenciado ahora con el envío de este proyecto de ley al Parlamento, queremos dar una 
señal de alarma con relación a la posición de algunos sectores que establecen los derechos adquiridos 
como principio y fuente de determinadas situaciones que los apartan de los regímenes generales. Hay 
organizaciones que en estos últimos tiempos y, en particular, con relación al tema que nos ocupa hoy, el 
ingreso de jubilados y pensionistas al FONASA- han reivindicado los derechos adquiridos como algo 
que los pone al margen de los regímenes generales. 


Paralelamente al sostenimiento del equilibrio entre el valor superior que notamos en el Sistema Nacional 
Integrado de Salud la solidaridad- y los planteos que acabamos de hacer, advertimos que si la ley es la única 
fuente de derecho, por ejemplo, cuando esos derechos cambian por imperio de la ley, no es de recibo por lo 
menos, en nuestra visión de la institucionalidad jurídica de nuestro país la reivindicación de los derechos 
adquiridos. Si una ley establece determinados derechos y otra ley posterior cambia esos regímenes, la última 
ley es la que rige para todos en materia de asignación de derechos. 


En consecuencia, para nosotros, esto es una señal de alarma. Ninguna organización social podrá tener futuro 
si sus reivindicaciones no tienen en cuenta el interés nacional y el interés general de todos los ciudadanos. 


SEÑOR AMARO.- Este es el planteo que quería hacer ONAJPU ante esta Comisión. 


Tenemos la expectativa puesta en que las consideraciones que hemos hecho puedan ser resueltas por la 
Comisión a los efectos de dar tranquilidad a un sector que como todos saben- es de los que tiene menores 
renumeraciones en nuestra sociedad y que sufre situaciones dramáticas por distintos motivos, siendo uno de 
los principales la asistencia de salud integral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero hacer una notificación. 


Tanto el señor Ministro de Salud Pública como el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, en 
comparecencia en las dos Comisiones, anunciaron el inicio del diálogo de seguridad social, que ya comenzó a 
funcionar. Quizá en respuesta al planteo que han hecho, se ha generado un ámbito de convocatoria a los 
distintos actores vinculados con la seguridad social. 


Como es costumbre, les haremos llegar la versión taquigráfica de esta reunión y les comunicaremos las 
novedades que surjan con respecto al tratamiento del proyecto en esta Comisión, así como las modificaciones 
que pueda enviar el Poder Ejecutivo al respecto. 


Les agradecemos su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de ONAJPU) 
(Ingresan a Sala autoridades del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay) 


——- La Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a una 
delegación del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, integrada por los 
contadores Jorge Bergalli, Presidente, Arturo Demaestri, Secretario, y Selio Zak, Presidente de la Comisión 
del FONASA. 


En esta Comisión estamos tratando los proyectos relativos a la incorporación de nuevos colectivos al Seguro 
Nacional Integrado de Salud, incluyendo el que fuera presentado la semana pasada por parte del Poder 
Ejecutivo en conjunto con el Ministerio de Salud Pública y los representantes de los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social y de Economía y Finanzas. Por un problema de trámite esta iniciativa todavía no ha 
ingresado a la Comisión, pero sí al Parlamento, por lo que lo consideramos oficializado. Se incorporan 


modificaciones importantes a la Ley N” 18.211 con la inclusión de nuevos colectivos y, en particular, un 
cambio en el régimen de aportación. 


SEÑOR BERGALLI.- Queremos agradecer a esta Comisión que nos haya recibido. Pedimos esta 
reunión hace bastante tiempo, inclusive, antes de que se conociera el último proyecto y cuando éramos 
conscientes de que se proponía la incorporación de los profesionales. 


El Colegio de Contadores había manejado esta situación desde hace tiempo. Notamos que esto no estaba 
empantanado, pero sí que la relación con otros gremios de profesionales era dificultosa. 


Desde 2007, el Colegio de Contadores, desde su directiva anterior, había realizado algunas gestiones; la 
actual directiva, desde que asumió en diciembre de 2008, se reunió con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas de aquel entonces, Álvaro García, a fin de plantear que este incremento, en la carga fiscal de los 
profesionales, era preocupante para nuestro colectivo. De esa forma, seguimos señalando alternativas, sobre 
todo, cuál debería ser la base de cálculo de nuestra incorporación. El Colegio de Contadores ha definido con 
claridad su posición con respecto a participar solidariamente en el Sistema Nacional Integrado de Salud. 
Estamos dispuestos a participar pero no queremos tener otra carga fiscal adicional al IRPF. 


Después de esa reunión inicial con el Ministro de Economía y Finanzas de aquel momento, señor Álvaro 
García, las nuevas autoridades de la Directiva mantuvimos reuniones con los economistas Olesker y Lorenzo 
y, en varias oportunidades, hicimos aportes que están parcialmente recogidos en el proyecto que hoy está a 
consideración del Parlamento. Asimismo, estamos dispuestos a transitar el camino de búsqueda de alguna 
alternativa. Tanto es así que al comienzo del mes de octubre enviamos una nota al Ministro de Salud Pública, 
señor Olesker, al Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señor Loustaunau y al Director 
de Política Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas, con quienes nos estábamos reuniendo 
en búsqueda de una alternativa. Todo ello se enmarca en una amplia participación interna a través de la 
Comisión del FONASA, que preside el contador Selio Zak y la asamblea que se realizará el próximo jueves, 
en la cual vamos a tomar una posición como gremio. En este momento estamos dando posiciones de la 
Directiva del Colegio de Contadores, que pensamos serán respaldadas en esa asamblea. 


Concretamente, en esa nota que publicamos en la prensa, nosotros consideramos que toda la discusión acerca 
del FONASA debe enmarcarse en cinco aspectos básicos. 


Las prestaciones son diferentes. Por ejemplo, un trabajador dependiente tiene seguro de salud o una licencia 
por maternidad que los profesionales independientes no tienen. Entonces, pensamos que deberían 
considerarse alternativas diferentes de aportación en función de las prestaciones que se están recibiendo 


A su vez, también pensamos que se debía ser solidario. A este segundo aspecto le denominamos: 
"Aportaciones solidarias diferentes". En ese sentido, decimos que los ingresos de los profesionales no 
deberían ser distintos de los ingresos de un dependiente. Por tanto, sí estamos dispuestos a participar en el 
financiamiento del Sistema Nacional Integrado de Salud a través del FONASA. 


Además, se debe tener cuidado con respecto a que si se mezcla con el IRPF no se incrementen las bases, es 
decir: a múltiples tipos de ingresos considerar exclusivamente los ingresos derivados de la actividad 
independiente y no la dependiente, pues ya está gravada. 


Por otra parte, el incremento de la presión fiscal sobre el profesional, podría generar un riesgo de 
informalidad bastante grande, aunque no sucedería en el caso de los contadores, pues, en general, sus clientes 
son empresas que siempre exigen una factura. Sabemos que hay otro tipo de profesiones en que la existencia 
de la factura o la formalidad del ingreso del profesional, no siempre está debidamente documentado ni es 
posible controlar que se cumpla con las normas fiscales. 


Este es un tema complejo así fue reconocido por las autoridades y desde el comienzo se dijo que se daría una 
fecha de vigencia posterior, ya que es complicado elaborar la reglamentación. Por este motivo, vamos a 
esperar un poco más y pensar en una postergación. 


Esta era la posición del Colegio de Contadores, pero ahora nos enfrentamos al proyecto que se está tratando 
se nos hizo llegar con la invitación en el cual nos sentimos prácticamente contemplados en lo que es la 


esencia. Nosotros damos un respaldo a esta iniciativa porque, de la manera en que está planteado, 
consideramos que es bueno, genera una situación de Justicia en cuanto a que no caemos en un impuesto sino 
en una contribución ya que hay devolución de excedentes. Por otra parte, tendríamos algunas pequeñas 
observaciones exclusivamente referidas a la parte del ingreso de los profesionales al FONASA. Las demás 
áreas que involucra el proyecto no son de incumbencia del Colegio de Contadores porque no tenemos Cajas 
de Auxilio ni estamos defendiendo un área de jubilados sino simplemente analizando la parte vinculada a la 
incorporación de los trabajadores no dependientes o de los profesionales. 


La parte en la que queremos hacer una aclaración o establecer una norma más específica tiene que ver con lo 
siguiente. Se ha planteado que se producirá una devolución, descartando que exista una transparencia en la 
fijación de esa cuota promedio base sobre la cual se referirá la devolución, en la medida en que hay pagos 
mensuales que seguramente van a exceder. Es decir: "Ante el hecho de que los pagos mensuales que 
efectuarán los prestadores de servicio personales constituirán anticipos a cuenta de las prestaciones recibidas 
del FONASA y habida cuenta de que está prevista la devolución del excedente, consideramos que sería 
aplicable el artículo 31 del Código Tributario que dispone que los anticipos a cuenta están sujetos a condición 
resolutoria. Ello habilita al contribuyente a limitar el pago de anticipos cuando estima que los mismos 
superarán el monto de la obligación tributaria, quedando obviamente sujeto a la imposición de sanciones, en 
caso de que esta hipótesis luego no se verifique". 


Significa que si uno está haciendo anticipos y prevé que al final tendrá una devolución, al momento que se 
estima que los anticipos efectuados coinciden con la contribución anual, se pagarán los anticipos, pero si a fin 
de año, cuando se presenta la declaración jurada, quedó un faltante de anticipo, tendrá todas las sanciones de 
multas, recargos habituales de las normas fiscales. 


Para que no queden dudas al respecto, porque se trata de una contribución especial y no de un impuesto 
algunas interpretaciones podrían decir que la norma del Código Tributario se aplica solamente para 
devoluciones de impuestos, de tributos y no de contribuciones especiales sugerimos que a continuación del 
inciso séptimo del artículo 70 como se refiere en el artículo 12 del proyecto se agregue un párrafo que diga: 
"Será aplicable a los anticipos que deberán efectuarse en el transcurso del ejercicio fiscal el artículo 31 del 
Decreto-Ley N* 14.306, Código Tributario del 29 de noviembre de 1974". Con esto se redondearía 
cabalmente que este no es un impuesto más y que no hay un afán recaudador, además de facilitar la tarea de 
liquidación al fin del Ejercicio, que podría ser compleja. 


Si bien las devoluciones del IRPF han funcionado bien, si podemos evitar que funcionen y estar más 
ajustados en las cifras, es mejor para todos. Además, ello evitaría un incremento del costo financiero para los 
contribuyentes. 


Consideramos que el proyecto recoge gran parte de las aspiraciones que nosotros teníamos y que por ese 
camino somos solidariamente responsables y contribuimos responsablemente, Se descarta el afán recaudador 
del Estado y podríamos estar generando algún sistema más práctico y menos complejo de liquidación de 
excesivos excedentes al final del Ejercicio. 


SEÑOR ZAK.- El Presidente del Consejo de Contadores prácticamente ha dicho todo lo que el Consejo 
Directivo entiende y ha resuelto. 


Con respecto a la fijación del anticipo, una opción que podría darse es que este se fije en función del monto 
del costo promedio por semestre o por año adelantado, de tal forma que independientemente de la aplicación 
del artículo 31, pueda reflejar la realidad del costo promedio del servicio. Si existiera alguna diferencia 
podría ajustarse al otro semestre o al año. Hay que tratar de analizar que la cuantificación en cuanto a 
estimación esté fijada por adelantado a los efectos de que el contribuyente pueda tener una idea cuasi certera 
de lo que puede ser dicho anticipo. 


SEÑOR DEMAESTRI.- De acuerdo con lo conversado, enviaremos a Secretaría de esta Comisión una 
copia relativa a este aditamento que estamos planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


En el día de mañana nos reuniremos en la Comisión de Hacienda a los efectos de considerar el otro proyecto 
por el que han sido consultados. 


Agradecemos vuestra presencia. 
(Se retiran de Sala autoridades del Consejo de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay) 
(Ingresa a sala una delegación de la Mesa Representativa del PIT CNT) 


——— Damos la bienvenida a los señores Alejandro Costa y Roberto Galli, integrantes de la Mesa 
Representativa del PIT CNT. 


La Comisión está considerando los proyectos por los que se modifica la incorporación de distintos colectivos 
al Sistema Nacional Integrado de Salud, entre los que está el que el Poder Ejecutivo envió al Parlamento y los 
Ministerios de Salud Pública, Economía y Finanzas y Trabajo y Seguridad Social comentaron el martes 
pasado. Hoy recibimos a distintos actores vinculados con el tema, y ante la solicitud del PIT CNT de 
concurrir en representación de los trabajadores, escucharemos hoy su opinión con respecto a esta iniciativa 
que espero que tengan en vuestro poder. De todos modos, cuando el Repartido sea distribuido se los haremos 
llegar, junto con la versión taquigráfica de vuestra comparecencia en esta Comisión. 


SEÑOR ACOSTA.- Como PIT CNT queríamos expresarnos ante la Comisión antes de que sea tratado 
por el plenario de la Cámara un proyecto de ley que, en parte, refiere al mecanismo de las Cajas de 
Auxilio, el que no solo conocemos sino que trabajamos ahincadamente con el Poder Ejecutivo, a efectos 
de lograr una iniciativa que parecía difícil de concretar, pero que pudo alcanzarse con la buena 
voluntad y disposición de las partes. Desde el mes de julio del presente año nos hemos venido 
reuniendo regularmente con los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Salud Pública y, 
partiendo a veces de matices diferentes, logramos consensuar un proyecto de ley respecto del que 
reiteramos que como PIT CNT nos sentimos arte y parte, porque en esa negociación estuvimos 
considerando algunos aspectos medulares que se incluyeron en la iniciativa. Uno de ellos tiene que ver 
con la continuidad del mecanismo de Cajas de Auxilio, que los trabajadores sindicalizados 
reivindicamos como herramienta, que nos permitió acceder a una serie de derechos que, 
lamentablemente, tanto el sistema de seguridad social como el de salud no estaban en condiciones de 
brindar. Se parte de la base de que los trabajadores nucleados en el PIT CNT también son impulsores 
del Sistema Nacional Integrado de Salud, que es uno de los grandes pasos que desde la anterior 
Administración ha venido dando el Gobierno nacional; nos sentimos parte de eso. En atención a esto, 
el 22 de abril de este año la Mesa Representativa resolvió elevar una propuesta al Poder Ejecutivo, que 
comienza estableciendo que no solo aceptamos, sino que estamos de acuerdo con que los trabajadores 
pasemos al Sistema Nacional Integrado de Salud, manteniendo el mecanismo de las Cajas de Auxilio 
como sistema complementario porque, lamentablemente, este sistema, como todo lo que abarca a la 
gran mayoría de la población del Uruguay, tiene que seguir desarrollándose. Por lo tanto, entendemos 
que en estos momentos no hay posibilidades de que los trabajadores que estábamos vinculados a las 
Cajas de Auxilio podamos pasar al Sistema Nacional Integrado de Salud, aportando al FONASA, en 
forma plena. Por ello, acordamos con el Poder Ejecutivo un mecanismo por el que las Cajas quedan 
actuando como complemento del sistema general, cubriendo todo aquello que este no brinda. Para 
nosotros esto fue muy importante, porque ustedes recordarán que el marco legal vigente establecía que 
el 31 de diciembre de este año las Cajas dejarían de existir. Por lo tanto, es un avance muy positivo 
para nosotros. 


El segundo avance positivo tiene que ver con la financiación, que prevé un doble mecanismo en el que, por 
un lado, se establece que aportes que tienen que ir al FONASA vayan gradualmente a la Caja de Auxilio. Lo 
que no va al FONASA, sino que se destina a financiar la Caja de Auxilio está previsto en una escala 
decreciente que abarca cuatro años. Esto permitirá al sistema de Cajas de Auxilio tener una financiación 
genuina en un lapso adecuado para resolver las formas de financiación futuras. Este mecanismo se 
complementa con la disposición por la que los empleadores y empleados aporten a su financiación: los 
empleados con un máximo de 3% y los empleadores como mínimo el 50% de los gastos operativos totales de 
las Cajas, o sea, no solo las prestaciones de salud y seguridad social que al día de hoy no brinda el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, sino también todos aquellos gastos operativos y de otro tipo. 


Finalmente, nos parece sumamente rescatable del proyecto que logramos negociar con el Poder Ejecutivo el 
establecimiento de un año de plazo para readecuar los estatutos de estos organismos. El plazo inicial que se 
nos planteaba era de ciento veinte días, pero el Poder Ejecutivo accedió a extenderlo a un año. Esto nos 
permitirá hacer una transición ordenada y mantener el sistema. 


Reitero nuestro apoyo en general a esta parte del proyecto. En principio, el PIT CNT está discutiendo el tema 
porque ve con preocupación que el proyecto establezca que quienes tengan salarios más altos entre todos los 
que aportaremos al FONASA, podrán tener una devolución. Nos parece que, si bien eso estará 
complementado por un mecanismo de IRPF, esta medida vulnera el principio de universalidad y de que 
aporte más el que tenga más, colaborando con aquellos que no tenemos tanto. 


Más allá de esta salvedad, también respaldamos la incorporación del colectivo de los jubilados, que en 
principio se dilataría hasta 2012, pero que irán ingresando gradualmente a partir del año que viene. 


Queremos trasmitir a la Comisión ciertas propuestas que tiene el movimiento sindical, algunas de las cuales 
conversamos con el Poder Ejecutivo, el que nos manifestó que no tendría inconveniente en aceptarlas, pero 
que todo tiene su tiempo. Para el Poder Ejecutivo el tiempo de negociación, a fin de enviar el proyecto de ley 
contando con el plazo del 31 de diciembre, fue uno y quedamos en trabajar esto en el Parlamento para 
evaluar su posible incorporación. Hablamos de aspectos complementarios, pero que también son importantes. 


En primer lugar, manejamos la posibilidad de que los empleadores tengan la obligación de financiar el 50% 
de los gastos totales de las Cajas, pero cuando el proyecto fue remitido al Parlamento se le incorporó un 
aditivo en el que se estipula que esto regirá salvo que por convenio colectivo ambas partes decidan que los 
porcentajes de aportes de empleadores y empleados varían. Nosotros manejamos el 50% porque entendemos 
que no todos los sindicatos tienen la misma realidad y que, lamentablemente, muchas patronales se 
aprovechan del grado de fortaleza o debilidad de los gremios para imponer sus condiciones en este tipo de 
mecanismos. Por lo tanto, sostenemos que el aditivo que se incorporó perfora el principio de que las 
patronales tienen que abonar por lo menos el 50% como piso mínimo tendría que haber un aporte paritario de 
50% de parte de empleadores y empleados, porque permite que las patronales presionen a sus sindicatos para 
introducir variaciones en este sentido. No nos parece que podamos hablar de que pasamos a contribuir al 
FONASA y a contribuir al sistema si vamos a mantener este mecanismo, que consideramos importante y da 
seguridad a los trabajadores en cuanto a que por lo menos la mitad de todo lo que fuera complementario 
estaría financiado por los empleadores. Insisto en que como este principio se ve vulnerado, en el documento 
que trajimos a la Comisión le solicitamos que elimine ese aditivo del artículo en cuestión. 


El segundo elemento que nos parece que complejiza el sistema de transición de sustitutivo a complementario 
es que, por un lado, se establece la posibilidad de crear nuevos mecanismos como Caja de Auxilio y, por otro, 
a estas nuevas Cajas se les exige un informe técnico de viabilidad. Esta exigencia se mantiene para las Cajas 
que actualmente están en funcionamiento. El tema es que en esa transición deberemos definir los aportes 
genuinos que quedarán más allá de los que en vez de ir al FONASA irán gradualmente a la Caja de Auxilio y, 
a la vez, deberemos modificar los estatutos, lo cual podría parecer sencillo en abstracto, pero depende mucho 
del relacionamiento que haya entre las partes. 


Insisto en que se maneja la idea de que en el mismo plazo hay que presentar un informe de viabilidad técnica, 
pero al día de hoy las Cajas actuales están sometidas a los contralores del BPS y del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, entre otras cosas, para verificar su viabilidad económico financiera y para saber si pueden 
continuar prestando los servicios de salud, seguridad social y demás que brindan. Entonces, este elemento 
podría distorsionar toda esta transición. Por ello, proponemos que se elimine esa obligación para las Cajas 
existentes, sobre la base de que todas deben ser viables y todas son auditadas por el BPS. Además, en caso de 
que se encuentre alguna que no cumpla con la normativa y no sea viable, el BPS tiene mecanismos como 
para pasar los antecedentes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Quiere decir que el Poder Ejecutivo 
cuenta con las herramientas legales como para resolver la intervención o controlarlas de mejor manera. 


Voy a referirme ahora a los funcionarios de las Cajas. Nosotros hablamos de lo positivo que es que se 
establezca que la financiación tiene que cubrir los gastos operativos totales y las prestaciones de las Cajas y 
esto, entre otras cosas, abarca a ciento veinte trabajadores que son funcionarios de las Cajas y que, si solo 
habláramos de las prestaciones, probablemente sus salarios quedarían sin cobertura. Esto fue modificado por 
el Poder Ejecutivo. También a este respecto propusimos al Poder Ejecutivo no obtuvimos una respuesta 
positiva que estos funcionarios fueran incluidos como beneficiarios de las Cajas. Queremos aclarar que hasta 


2007 esto era así, pero se emitió un decreto por el cual aquellos funcionarios cuyo estatuto no estableciera 
específicamente que estaban comprendidos como beneficiarios de las Cajas tenían que pasar al FONASA. 
Esto hizo que una parte sustancial de los ciento veinte trabajadores pasaran a aportar directamente al 
FONASA, aunque en algunas Cajas, por mecanismos de hecho, sin acuerdo bipartito, igualmente se dio 
cobertura en algunas prestaciones. Pero ya que estamos discutiendo cómo incorporar al colectivo de 
trabajadores de las Cajas de Auxilio, es una buena oportunidad para que en el proyecto de ley se incorpore 
que sean beneficiarios de las mismas, lo que está contemplado en una propuesta escrita que estamos 
manejando. 


Finalmente, sin perjuicio de que el compañero Galli amplíe la exposición, quiero agregar que, como ustedes 
saben, al final del proyecto de ley se establece que el aporte del FONASA se efectivice a partir de julio del 
año que viene. Sin embargo, esto no es así para todo el mecanismo, sino simplemente para empezar a aportar 
al FONASA. Entonces, durante el primer año tendríamos seis meses en los que el funcionamiento sería como 
hasta ahora, con todas la prestaciones sustitutivas que tienen que dar las Cajas, y recién a partir de julio de 
2011 entraríamos en el nuevo régimen. Ya que se corren los aportes al FONASA a julio y que se establece 
que durante esos primeros seis meses las Cajas recibirán el 4,5% del aporte personal al FONASA, nos parece 
que el mismo mecanismo tendría que aplicarse al conjunto de la transición, porque en los primeros seis meses 
tendremos todas las obligaciones actuales y solo nos quedarían seis meses con el nuevo aporte del 4,5%, con 
la eliminación transitoria del pago de las cuotas mutuales y con la transitoriedad que también está planteada 
para el aumento de las bases de prestación con las que se calcula el subsidio por enfermedad para todos los 
trabajadores del área privada. 


Dicho sea de paso, ya sea en lo que resta del trámite parlamentario o en la aplicación por parte del Poder 
Ejecutivo de este régimen de incremento gradual de tope de base de prestación para el subsidio por 
enfermedad que otorga el BPS, el PIT CNT está intentando trabajar en un acortamiento de los plazos, porque 
nos parece que en el marco del crecimiento económico que tiene el país es posible que no se estire a cinco 
años ese incremento de $ 6.000 a $ 16.000 líquidos. Si lo analizamos desde el lado del bolsillo de los 
trabajadores creo que todos somos conscientes de que un incremento a $ 16.000 no es una locura. Sí es un 
incremento significativo, que valoramos positivamente, pero discrepamos en cuanto al plazo en el que se 
otorgará. 


En principio, trajimos un documento para dejar a la Comisión, para que pueda tener un registro escrito del 
trabajo y de las modificaciones que planteamos. 


SEÑOR GALLI.- Formo parte del Sindicato de CONAPROLE y soy integrante de la Mesa 
Representativa. 


Las propuestas que tenemos aquí fueron conversadas a nivel del Gobierno; no son elementos caprichosos. 
Con este proyecto de ley se está modificando sustancialmente toda la base de organización, formulación y 
tributación por parte de los trabajadores a las Cajas. Hay que tener en cuenta que todos los pequeños detalles 
que se deben poner sobre la mesa, hacen después al marco de convivencia entre los trabajadores y las 
empresas. ¿Por qué manifestamos esto? Por ejemplo, por lo que el compañero decía en cuanto a que habría 
que modificar algún artículo, y que las Cajas de Auxilio vigentes al día de hoy deberían presentar la 
corrección de su estatuto y no pasar por todo el otro proceso. Y esto es por la sencilla razón de que si tenemos 
que rediscutir convenios que en algunos casos tienen más de cincuenta años, en un período en el que muchos 
de los sindicatos que tenemos cajas de auxilio tendremos que llegar a acuerdos con respecto a convenios de 
salarios en los Consejos de Salarios, e incluimos una serie de elementos complementarios, muy 
probablemente tengamos un nivel de distorsión importante que podría ser evitado partiendo de un criterio que 
nosotros entendemos como muy racional, ya que se ha demostrado la operativa de estas Cajas hasta la fecha. 
Con estas propuestas, ya estaría prevista la forma de financiación que tendrá en el período de transición. 
Entonces, tendríamos un tiempo para negociar esta cuestión de las Cajas de Auxilio fuera del marco de la 
negociación colectiva, y podríamos encararlo de una forma diferente, sin que se contamine o salpique de lo 
que puede llegar a ser la negociación salarial. Ese mismo criterio hemos ido aplicando al resto de los 
elementos, fundamentalmente a una parte que nosotros creemos que favorece la discusión, y es que se 
respeten los plazos del cronograma inicial para la gradualidad año a año, a partir del 1” de julio de 2011, con 
la propuesta que se había establecido originalmente entre el Poder Ejecutivo y el PIT-CNT. Ello permitiría un 
plazo de reorganización administrativa y financiera a las Cajas que verdaderamente nos daría el oxígeno 
necesario para llevar adelante toda esa modificación y, a su vez, no perder ninguna de las prestaciones que al 


día de hoy estamos obligados y que, en definitiva, con esta nueva modalidad vamos a poder seguir 
cumpliendo a futuro. 


SEÑOR RADÍO.- Quiero aprovechar su presencia en esta Comisión para hacerles una pregunta. 
Coincidimos en que hay cambios sustantivos en uno de los artículos del proyecto que tenemos a 
consideración, en el que se prevé que luego del cálculo de la cuota por salud y la diferencia entre los 
aportes que el trabajador hizo a lo largo del año, las contribuciones excedentarias serán devueltas al 
trabajador. Nos consta que hay algunos colectivos que plantean la posibilidad de que esos aportes en 
lugar de ser devueltos a los trabajadores sean volcados a las Cajas de Auxilio. No sé si ustedes tienen 
posición al respecto. Nosotros hemos sido enérgicos defensores de las Cajas de Auxilio porque 
entendíamos que eran mecanismos de solidaridad, contrariamente a lo que se expresó. En ese sentido, 
creo que si los aportes excedentarios en lugar de ser devueltos a los trabajadores fueran a la Caja de 
Auxilio, estas mantendrían el mecanismo de solidaridad que ha sido tradicional. 


SEÑOR ACOSTA.- Como PIT-CNT no hemos discutido ese punto, pero sostenemos que el mecanismo 
de devolución no debería existir, en tanto el principio de solidaridad es para con el conjunto de la 
ciudadanía. 


No sabíamos que con respecto a la incorporación del colectivo de las Cajas de Auxilio habría otro articulado. 
Ya se resolvió en cuanto a la incorporación de los jubilados. 


Nosotros estamos a favor de que las Cajas de Auxilio no tengan que existir más en algún momento, pero 
hemos analizado que al día de hoy no hay condiciones para que las prestaciones que teníamos a través de 
esas Cajas sean brindadas por el conjunto del sistema. Por eso decimos que somos arte y parte del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Sostenemos que la salud es un derecho y no una mercancía. Entendemos que la 
posición asumida, no por los sindicatos, sino por colectivos corporativos, como la Sociedad Anestésico 
Quirúrgica y demás, no le hacen bien al país. Creemos que el mecanismo propuesto contempla las dos cosas, 
inclusive la incorporación de las Cajas como sustitutivas. Algunos de estos colectivos planteaban que iban a 
perder el patrimonio, lo que obviamente no es así. 


Olvidé mencionar una cuestión muy puntual. Nos parece que no corresponde ese 0,5% que el BPS cobra a las 
Cajas y que seguirá cobrando; el acuerdo con el Poder Ejecutivo fue la gradualidad de su extinción. En 
principio, nosotros planteamos que no existieran, pero es cierto que a veces uno propone, la otra parte 
contrapropone y no es un mal mecanismo. Hay que tener en cuenta, entre otras cosas, que las AFAP no pagan 
un peso al BPS por todos los contralores y gastos administrativos. 


De manera que si tengo que arriesgar una propuesta en nombre del PIT-CNT reitero, sin una discusión 
profunda del tema, diría que no estamos de acuerdo con el mecanismo de devolución, nos parece que perfora 
el sistema que se creó, que contemplaba la universalidad de los aportes y que quienes tienen más aporten al 
sistema colectivo para quienes tienen menos, y tampoco estamos de acuerdo con que se vuelquen esos 
aportes a las Cajas, porque estas tienen un mecanismo genuino de financiación. Reiteramos que el PPT-CNT 
va a bregar para que el sistema de Cajas no exista, porque fueron creadas para dar lo que no daba el sistema, 
pero creemos que todavía tienen vigencia, porque el sistema no da todo lo que debería dar; estamos peleando 
por eso. 


En principio, no tenemos una postura definitiva, pero en función de las definiciones que ya tenemos, 
adelantaríamos, como PIT-CNT, que no estamos de acuerdo con que esos recursos se vuelquen a las Cajas, 
pues no estamos de acuerdo esencialmente con el mecanismo de devolución. 


SEÑOR GALLI.- Más allá de que el señor Diputado Radío pregunta acerca de la posición del PIT- 
CNT, que como dijo el compañero no podemos brindar, sí tenemos un análisis práctico por el cual se 
sugiere la corrección de esa propuesta. Entendemos que se circunscribe a un núcleo de ingresos muy 
determinado, muy específico y de poca sustancia en lo que hace a lo genérico, y complica el resto de las 
propuestas. Creemos que perfectamente eso se podría resolver por convenio colectivo interno de esos 
núcleos de trabajadores, que perfectamente podrían incorporarlo. Pero hay una decisión personal en 
cuanto a qué se hace con esos fondos; esas personas deben resolverlo colectivamente. Nos parece que en 
ese marco y como está redactado, al colectivo mayor le genera una distorsión en el sentido de que se 


tienen que negociar una serie de participaciones que podrían llegar a generar una situación conflictiva 
mucho más compleja. Por eso lo de la corrección, no porque tengamos posición en cuanto a si esos 
recursos se deben volcar o no a las Cajas; en ese marco, la respuesta es la que dio el compañero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su aclaración, señor Galli. 


Reiteramos nuestro agradecimiento por su visita. Nos comprometemos a enviarles copia de la versión 
taquigráfica de su intervención en esta Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación del PITCNT) 
(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara de Instituciones Médicas) 


——- La Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a los 
representantes de la Cámara de Instituciones y Empresas Médicas, integrada por el CASMU, el Círculo 
Católico, COSEM y el Hospital Evangélico. Están presentes los doctores Rodolfo Saldain, asesor técnico, 
Sebastián Ferrero, asesor técnico, Gustavo Bogliaccini, Presidente de CASMU, y Luis González, Gerente 
General del Hospital Evangélico. 


Como ustedes saben, estamos trabajando y estudiando varios proyectos de ley que están en el seno de esta 
Comisión con respecto a la incorporación de nuevos colectivos al Sistema Nacional Integrado de Salud. En 
particular, estamos considerando el proyecto que presentara el Poder Ejecutivo al Parlamento, que ya fuera 
tratado en la sesión anterior, en ocasión de la comparecencia de los Ministerios de Salud Pública, Economía y 
Finanzas y Trabajo y Seguridad Social, y sobre el que hoy estamos conversando con distintos actores 
vinculados al tema. 


Por lo tanto, vamos a cederles el uso de la palabra para referirse al proyecto que ustedes seguramente 
conocen y que ha sido difundido. 


SEÑOR SALDAIN.- En primer lugar, agradezco la deferencia de recibirnos y la rapidez con que lo 
han hecho. 


La Cámara de Instituciones y Empresas de la Salud nuclea a CASMU, COSEM, mutualista Hospital 
Evangélico y Circulo Católico. Quiere decir que tiene una fuerte presencia en la prestación de los servicios de 
salud en Montevideo. 


Nos vamos a referir exclusivamente al Capítulo I del proyecto de ley que remitió el Poder Ejecutivo, es decir, 
aquel que refiere a la incorporación de jubilados y pensionistas al Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Una primera apreciación general es positiva en lo que tiene que ver con el establecimiento de un cronograma 
de ingreso de este colectivo que había quedado fuera cuando se implementó la Ley N* 18.211. Desde el punto 
de vista de las instituciones, ello significa un desfinanciamiento estructural en la medida en que, tal como 
está diseñado el equilibrio financiero del sistema, la cápita que corresponde a los adultos mayores es la de 
mayor nivel cuantitativo. Cuando comenzó a operar el sistema, a partir de la vigencia de la reforma de la 
salud, lo hizo con un desfinanciamiento estructural, reconocido en el diseño, en la medida en que las 
prestaciones que recibe el colectivo de mayor edad son significativamente mayores al costo de la afiliación 
individual que perciben estas instituciones por los aproximadamente doscientos cincuenta mil afiliados 
individuales que atienden. Por eso, se ve con muy buenos ojos el establecimiento de este cronograma en la 
iniciativa que ha presentado el Poder Ejecutivo. 


Sin embargo, hay algunos aspectos concretos de redacción que merecen comentarios. A efectos de hacer más 
clara nuestra exposición y de plantear de manera específica lo que entendemos que recoge mejor la intención 
de incorporación, nos hemos permitido hacer llegar a la Comisión un borrador de textos sustitutivos. 
Sabemos que este es un proyecto que viene muy conversado, con muy poco tiempo y que probablemente será 
sancionado rápidamente, pero pensamos que lo que presentamos colaborará para mejorar la calidad del 
proceso legislativo. 


El primer comentario que queremos realizar tiene que ver con el inciso segundo del artículo 8%. Planteamos 
dos fórmulas sustitutivas de redacción que tienen que ver con la institución a la que deben estar afiliados 
estos jubilados y pensionistas, nuevos beneficiarios del sistema, a partir de que ingresen el 1” de diciembre de 
2012. Tal como está redactada la iniciativa, se permitiría que entre el momento actual y esa fecha se generara 
una ventana en la cual se pudiera dar una suerte de mercado por la transferencia de esos colectivos de 
afiliados. Nos consta que esa no es la idea. El Poder Ejecutivo ha proyectado un período de cinco años de 
estabilidad en la institución en la que la persona esté, pero según la redacción de la norma, esa estabilidad no 
estaría dada en estos dos años, hasta que empezara a regir el cronograma, por lo que se podría dar un 
mercado de transferencia de afiliados jubilados y pensionistas. 


Proponemos dos alternativas de redacción: establecer el plazo de cinco años de estabilidad a partir de este 
momento o mantener la redacción del Poder Ejecutivo, estableciendo que la persona debe permanecer en la 
institución en la que estaba afiliada al 1? de diciembre de 2010, tal como es intención del proyecto. Como sé 
que tenemos poco tiempo, no profundizaré en estos aspectos; si se solicita alguna aclaración, con mucho 
gusto la haré. 


El segundo comentario refiere al inciso segundo del artículo 4”. Proyectamos un cambio figura subrayado en 
el borrador que entregamos en lo que tiene que ver con lo que van a recibir las instituciones como pago en el 
cronograma de incorporación. El fundamento es el siguiente. Como los señores Diputados saben, el 

artículo 1* distingue dos tipos de jubilados y pensionistas: los que no tienen cobertura en un prestador 
privado al 1” de diciembre y los que sí la tienen. Para el caso de quienes no tienen cobertura, el proyecto 
propone un pago de cápita porcentual hasta llegar al cien por cien y pagar el cien por cien de las metas 
asistenciales. 


El valor cuota salud tiene dos componentes: el valor cápita y el valor meta. Para los jubilados comprendidos 
en el numeral 1) del artículo 1%, es decir, los que hoy no están incorporados al sector privado, el proyecto 
dispone el pago del cien por cien de la meta, porque exige su cumplimiento. Sin embargo, para quienes están 
en el numeral 2), es decir, los que ya son atendidos por las instituciones privadas, se prorratea el valor cuota 
social. Por lo tanto, se exige el cumplimiento de la meta, pero se va a pagar el 20%, el 40% o el 60% de la 
meta. Nosotros proponemos el mismo tratamiento para los dos colectivos. Pensamos que no tiene 
fundamento exigir el cumplimiento de la meta y pagar solo un porcentaje de ella. 


Obviamente, estas son inquietudes que hacen a la sustentabilidad y equilibrio financiero de las instituciones. 
Por lo tanto, proponemos para el segundo inciso del artículo 4” la misma solución que para el inciso primero 
del artículo 4*. 


El tercer comentario refiere al artículo 6”. Planteamos una fórmula sustitutiva con dos fundamentos. En 
cuanto al inciso primero, el Poder Ejecutivo indica que el valor de cuota mutual individual que se tomará en 
cuenta para el pago es el vigente a diciembre de 2010. En principio, no tenemos inconveniente con ese 
criterio, siempre que se contemple la siguiente circunstancia. En los últimos años, el valor de cuota mutual de 
afiliación individual ha sido objeto de tratamiento particular como parte de la política antiinflacionaria del 
Gobierno y hay, por lo menos, dos incrementos de la cuota individual que no fueron otorgados en la cuota 
individual, sino que fueron trasladados al crédito fiscal que se otorgó a las instituciones. Eso lleva a que el 
valor vigente a diciembre esté subvaluado en aproximadamente un 10%. Pensamos que no es intención del 
Poder Ejecutivo consolidar una reducción de ese valor de la cuota individual, pero no se debe haber tomado 
en consideración este aspecto que estamos indicando. Si se mantiene, se estaría consolidando un perjuicio de 
manera permanente para las instituciones. De hecho, el último aumento, que rige a partir de julio, también va 
con cargo a crédito fiscal. Por lo tanto, consideramos que la base de cálculo debe ser el valor de la cuota 
individual vigente a diciembre de este año, incrementado en los valores que no fueron otorgados en cuotas, 
sino trasladados a créditos fiscales. Espero haber sido suficientemente claro. Estoy seguro de que el señor 
Presidente, con la experiencia que tiene en temas presupuestales, me debe haber seguido, pese a la rapidez de 
la exposición. 


El inciso segundo del artículo 6”, tal como está redactado en el proyecto del Poder Ejecutivo, deja librado a la 
voluntad unilateral del Poder Ejecutivo los ajustes de ese valor. Nosotros hemos acordado recientemente con 
el Poder Ejecutivo, en el marco de la negociación salarial, la estabilidad en la fórmula paramétrica vigente. O 
sea que la fórmula paramétrica vigente recoge el acuerdo a que han llegado el agente pagador o 
administrador del FONASA y las instituciones prestadoras. Pensamos que ese acuerdo, que se estableció por 


el mismo plazo en el que rija el acuerdo del Consejo de Salarios de los médicos cinco años, también debe ser 
respetado en la forma de reajuste del valor al que refiere el artículo 6”. 


El último comentario que queremos realizar refiere al artículo 7”. Tal como surge de la exposición de 
motivos, el Poder Ejecutivo tiene previsto la redacción de un anexo al contrato de gestión y el 
establecimiento de nuevos beneficios para los colectivos que se incorporan. Suponemos que los nuevos 
beneficios van a recoger las prestaciones que ya están establecidos en el contrato de gestión para los 
jubilados y que refieren a determinado número de órdenes y demás. En la presentación que hizo al 
Parlamento el señor Ministro Olesker, se estimó que, desde el punto de vista de los jubilados, ello redundaría 
en una canasta de aproximadamente $ 700. Las instituciones están dando esa prestación y están recibiendo 
una compensación de $ 108 por ella deberían ser $ 120, muy lejos del costo que tiene. Nosotros aspiramos a 
que la ecuación entre el equilibrio del sistema y el equilibrio financiero de las prestaciones que se otorguen a 
título gratuito tenga una adecuada contemplación en otras formas de financiamiento. Por eso, estamos 
proponiendo agregar un aditivo al artículo 7”. 


SEÑOR BOGLIACCINI.- Queremos agradecer el tiempo que nos han brindado. Las explicaciones que 
ha dado el doctor Saldain han sido claras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les enviaremos la versión taquigráfica de esta reunión. 


Les comunicamos que, tal como resolvimos hace poco, el próximo viernes terminaremos la ronda de consulta 
con actores vinculados con este tema, invitaremos a los tres Ministerios para que estén presentes al comienzo 
de la discusión del articulado y, seguramente, ese mismo día aprobaremos el proyecto en Comisión. En esa 
oportunidad, consideraremos los aportes realizados, tanto por las cámaras empresariales en este caso como 
por los trabajadores y los colectivos de profesionales que se incorporan y, en consulta con los tres Ministerios 
que trabajaron en este tema, estaremos redondeando el tratamiento para aprobarlo en Comisión e ingresarlo a 
la Cámara en la próxima semana. 


Agradecemos su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Instituciones Médicas) 


——— Comunicamos que se convocará a una sesión para el próximo viernes, a la hora 10, a efectos de 
continuar con el tratamiento de este proyecto, con dos delegaciones que no habían sido convocadas: FEMI y 
la Asociación de Escribanos del Uruguay. A la hora 11, recibiremos a los tres Ministerios para hacer consultas 
sobre los aportes realizados y, luego, comenzaremos el proceso de discusión y de aprobación en Comisión de 
este proyecto. 


Por otra parte, convocamos a los miembros de la Comisión de Hacienda para mañana, a la hora 10, a fin de 
tratar el proyecto relativo a "Sistema Tributario. Modificaciones a la Ley N* 18.083", y el secreto bancario. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


